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Hace seis años, en un ejerci-
cio colectivo, académicos 

de la UNAM y de otras univer-
sidades y miembros de orga-
nizaciones de la sociedad ci-
vil, nos dimos a la tarea de 
documentar las condiciones 
de crisis ambiental en el país.

Abordamos los temas de 
agua, agricultura, agrobiodi-
versidad, biodiversidad, bos-
ques, energía y cambio climá-
tico, mares, minería y derecho 
a un medio ambiente sano.

Hoy, a la luz de un nuevo 
proceso electoral, impulsa-
mos la Agenda socioambien-
tal 2024, buscando, como 
entonces, acercar a las y los 
aspirantes a puestos de elec-
ción popular a un análisis ri-
guroso sobre problemas que 
urge cada vez más abordar y 
resolver.

En el balance de la ges-
tión ambiental de la adminis-
tración 2018-2024, encontra-
mos que se buscó responder 
a algunas problemáticas so-
cioambientales. Entre ellas, 
se dio apoyo a la producción 
de granos básicos mediante el 
programa Producción para el 
Bienestar y la disminución de 
subsidios a los grandes agro-
productores; no se otorgaron 
nuevas concesiones mineras y 
el Congreso respondió al im-
pulso de comunidades, orga-
nizaciones civiles y academia, 
aprobando la Ley de Minería 
de 2023, que modifica algu-
nos de los aspectos más abu-
sivos de la Ley Minera de 1992.

No obstante, los graves 
procesos de destrucción am-
biental y sus impactos, que 
documentamos en 2018, no 
solo persisten sino que se 
han ahondado, mientras que 
las instituciones ambientales 
se han debilitado, algunas de 
ellas llegaron al punto de la 
inoperancia.

En los procesos de dete-
rioro ambiental se conjugan 
factores como: la profunda y 
crónica desigualdad presen-
te en México, que se tradu-
ce en considerable desigual-
dad ambiental; la captura de 
las instituciones ambientales 
y económicas por las élites 
económicas y las corporacio-
nes que promueven usos abu-
sivos de territorios y recursos; 
la prioridad concedida a me-
gaproyectos y a la economía 
exportadora, a pesar de sus 
gravísimos impactos socioam-
bientales, que en mayor me-
dida padecen a los grupos so-
ciales más pobres.

Estos son los ejes con los 
que se analizan en esta nue-
va agenda los temas de: agua, 
sistema alimentario, agrotóxi-

cos, biodiversidad, bosques, 
energía, minería, residuos y 
gobernanzas agrarias.

Analizar los problemas so-
cioambientales desde la pers-
pectiva de la desigualdad, im-
plica reconocer que en México 
el acceso al agua, la energía, la 
tierra y la alimentación de ca-
lidad es profundamente des-
igual; mientras la mayoría tie-
ne un acceso precario, o está 
completamente excluida, los 
corporativos mineros, turísti-
cos y agroindustriales se be-
nefician acaparando y so-
breexplotando territorios y 
recursos.

La desigualdad ambiental 
se refiere también a la des-
igual vulnerabilidad ambien-
tal: las personas de menores 
ingresos están cada vez más 

expuestas a la contaminación 
del agua, el aire, los suelos y 
los alimentos.

Sufren en mayor medida 
los impactos de las sequías, las 
olas de calor, los huracanes y 
las pandemias, pese a que su 
responsabilidad en la genera-
ción de estos procesos es con-
siderablemente menor que la 
de las élites económicas.

La desigualdad implica, 
además, que los grupos so-
ciales más desposeídos tienen 
escasa voz política para exigir 
justicia, influir en las decisio-
nes y frenar las acciones que 
destruyen su salud, sus me-
dios de vida y a la naturaleza.

Por si fuera poco, en Méxi-
co, quienes defienden los te-
rritorios y la vida son objeto 
de criminalización y violencia.

Leticia Merino 
y Cecilia Navarro

Correos-e: merino@sociales.unam.mx 
bcecilia.navarro@gmail.com

Presentación

En portada, colibrí

Foto: Laura Núñez

P ropuestas para 
una agenda 
socioambiental 
para México

Hongo de la reserva 
de la biosfera Sierra de 
Manantlán

Foto: Enrique Jardel
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Durante el gobierno que 
concluye, la experiencia de 
distintas iniciativas ciudada-
nas por modificar el status quo 
ambiental, como las que em-
pujaron el cambio en la Ley 
de Aguas Nacionales, la Ley 
Minera de 1992 y la prohibi-
ción paulatina del glifosato, 
hacen patente que la movili-
zación ciudadana e incluso la 
voluntad de transformación 
de algunos actores políticos, 
se enfrentan a poderosos obs-
táculos dentro y fuera del apa-
rato estatal.

Con enorme resistencia al 
cambio, los corporativos, sus 
accionistas y CEO someten a 
las instituciones, y mantienen 
el estado de las cosas favora-
bles a sus intereses. Como se 
describe en distintos capítulos 
de la Agenda socioambiental 
2024, la iniciativa ciudadana 
de Ley General de Aguas, res-
paldada por más de 150 mil 
firmas ciudadanas, se mantu-
vo en la congeladora en am-
bas cámaras; el decreto de 
prohibición del glifosato que 
entraría en vigor el 1 de abril 
está en pausa, mientras que la 
modificación a la Ley de Mine-
ría está en la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, a par-
tir de la acción de inconstitu-
cionalidad presentada por le-
gisladores del PAN, PRI y PRD.

Además, las corporaciones 
promueven narrativas falsas 
sobre cómo el impulsar po-
líticas y leyes ambientalmen-
te responsables y justas, que 
ponderen el bien común y no 
sus intereses privados, com-
promete el desarrollo econó-
mico, la generación de em-
pleos y hasta la producción 
de alimentos.

Ocultan información sobre 
los daños a la salud y el am-
biente de algunas de sus ac-
tividades y llegan a cooptar 

a miembros de instituciones 
académicas con el fin de for-
talecer esas narrativas.

En años recientes, las insti-
tuciones ambientales en Mé-
xico se han ido debilitando, a 
partir de drásticos recortes de 
presupuesto y personal, que 
iniciaron en el gobierno de En-
rique Peña y se profundizaron 
en la actual administración.

La reducción de recursos 
para la Procuraduría Federal 
de Protección al Ambiente, 
la Comisión Nacional Fores-
tal, la Comisión Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas y 
de la propia Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Na-
turales limitó seriamente su 
capacidad de vigilar los usos 
y condiciones de los territo-
rios, de sancionar los delitos 
ambientales, combatir plagas 
e incendios forestales y pro-
mover la conservación de los 
ecosistemas.

En contraparte se ha ex-
pandido un fenómeno de gra-
vedad mayúscula: el avance 
del control de los territorios 
por la delincuencia organiza-
da. El vacío que ha dejado en 
distintas regiones el retiro de 

las instituciones de gobierno 
permite el control de exten-
sos territorios por “gobiernos 
criminales paralelos” que se 
han apropiado de la extrac-
ción forestal, se ocupan en la 
agricultura de exportación y 
favorecen la destrucción de 
las áreas forestales periur-
banas promoviendo el creci-
miento urbano irregular.

El debilitamiento de las 
instituciones ambientales es 
resultado de una visión que 
trivializa los problemas am-
bientales, ve con sospecha la 
preocupación ciudadana por 
ellos y mina el papel del Es-
tado como garante de la pro-
visión de bienes públicos, en 
coincidencia con las propues-
tas neoliberales de ajuste es-
tructural; afecta también las 
capacidades comunitarias 
para el buen uso, cuidado y 
gestión de los territorios, que 
han sido esenciales en la con-
servación de los ecosistemas 
mexicanos.

En esta versión de la Agen-
da socioambiental 2024 que 
hemos preparado para La Jor-
nada Ecológica, abordamos los 
temas de ecosistemas foresta-

les, biodiversidad, gobernan-
zas agrarias, sistema agroali-
mentario y plaguicidas.

En cada uno incorporamos 
una parte diagnóstica y di-
versas propuestas necesarias 
para revertir el riesgoso sta-
tus quo de normalización de 
la destrucción socioambiental 
que se vive en México.

Esperamos que este traba-
jo colegiado contribuya a la 
construcción de experiencias 
de uso y manejo responsable 
de los territorios, ecosistemas 
y bienes naturales en México. 
Que resulte de utilidad para 
quienes aspiran a puestos de 
elección popular y también 
para la ciudadanía.

Confiamos en que nues-
tro país puede tener un futu-
ro más justo, en el que su rica 
naturaleza perdure y en el que 
la sociedad participe en su go-
bernanza, uso y cuidado. Un 
futuro mejor y necesario.

Gracias enormes, como 
siempre, a La Jornada Ecoló-
gica y a su equipo: a su direc-
tor, Iván Restrepo; a la editora 
Laura Angulo y Estela Gueva-
ra, por darle cabida a estos 
textos y a estas propuestas.

Colibrí cola pinta 
que regresó a la zona 
restaurada de Canal 
Nacional, en la Ciudad 
de México

Foto: Sergio Rivero 
Beneitez
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En México, todos y todas 
estamos expuestos a una 

mezcla de plaguicidas alta-
mente peligrosos (PAP) que 
se utilizan de forma intensiva 
en las actividades agrícolas. 
Como consumidores, nos ex-
ponemos a través de alimen-
tos que, aunque no los perci-
bamos, contienen residuos de 
estos plaguicidas.

Las y los trabajadores agrí-
colas de invernaderos, f lo-
ricultores, aplicadores y las 
comunidades rurales se expo-
nen por la deriva de la aplica-
ción terrestre y aérea de los 
agrotóxicos.

A lo anterior se añade la ex-
posición por las nebulizacio-
nes de las campañas de con-
trol de insectos portadores de 
enfermedades transmisibles. 
Es una exposición involunta-
ria a múltiples fuentes, pues 
no se informa de la presencia 
de plaguicidas en alimentos, 
agua, suelo o atmósfera.

Esta situación ha sido oca-
sionada por un régimen regu-
latorio neoliberal que, duran-
te décadas, ha privilegiado el 
mercado sobre los derechos 
humanos y que ha debilitado 
los organismos reguladores 
de control como la Cofepris, 
la Semarnat y la Sader.

¿Qué tan grave es la 
situación?

De acuerdo con la informa-
ción más reciente, en 2023 se 
encontró que 204 PAP autori-
zados en el país tienen una o 
más de las siguientes caracte-
rísticas: toxicidad aguda alta 
que puede causar la muer-
te en humanos, en organis-
mos acuáticos y abejas; toxi-
cidad crónica (asociada con 
ciertos tipos de cáncer, da-
ños reproductivos, alteracio-
nes hormonales, entre otros); 

alta persistencia en agua, sue-
lo o sedimentos.

Destaca la muerte masiva 
de abejas por el uso indiscri-
minado de los insecticidas fi-
pronil y neonicotinoides, que 
son PAP con alta toxicidad 
para estos polinizadores, ya 
prohibidos en otros países. 
Además, hay 151 plaguicidas 
autorizados que están pro-
hibidos o no se permiten en 
otros países del mundo.

Toda esta situación ha be-
neficiado a unas cuantas em-
presas tanto nacionales como 
transnacionales que lucran con 
los agrotóxicos y que tienen el 
control del mercado de semi-
llas híbridas y transgénicas.

Es innegable que ha ha-
bido avances en este sexe-
nio: el decreto presidencial 
(DOF, 13 feb. 2023) que esta-
bleció cuotas anuales de im-
portación del herbicida gli-
fosato para terminar con su 
uso en marzo del 2024, me-
dida necesaria, plenamen-
te justificada, aunque aho-
ra esté en pausa la fecha de 
cumplimiento por presiones 
agroempresariales internas y 
de Estados Unidos.

Otro avance es el decreto 
presidencial que niega la im-
portación de algunos PAP in-
cluidos en el Convenio de Ró-
terdam (DOF, 6 nov 2020).

El acompañamiento téc-
nico y apoyo a las prácticas 
agroecológicas en los pro-
gramas del gobierno federal 
de Producción para el Bienes-
tar de Sader; Sembrando Vida 
de la Secretaría de Bienestar, 
y las acciones de Semarnat en 
las áreas naturales protegidas, 
junto con los proyectos de Co-
nahcyt en apoyo a la sustitu-
ción del glifosato.

La actualización del Regla-
mento de Plaguicidas Fertili-
zantes y Sustancias Tóxicas, 

Fernando Bejarano González
Red de Acción sobre Plaguicidas y Alternativas en México, AC

Correo-e: coordinación@rapam.org.mx

Aurora Elizabeth Rojas García
Universidad Autónoma de Nayarit

Correo-e: erojas@uan.edu.mx

Yael Yvette Bernal Hernández
Red de Toxicología de Plaguicidas Universidad Autónoma de Nayarit

Correo-e: yael.bernal@uan.edu.mx

Octavio Gaspar Ramírez
Laboratorio Nacional Conahcyt de Toxicología Socioambiental

Correo-e: ogramirez@ciatej.mx

Omar Arellano Aguilar
Facultad de Ciencias, UNAM

Correo-e: coordinacion@rapam.org

¡F uera los plaguicidas 
altamente peligrosos 
de nuestro campo  
y de nuestra mesa!

Foto: Helena Cotler
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por salir a consulta pública en 
el segundo semestre 2024; y 
la revisión en curso de la nor-
ma sobre aplicaciones aéreas 
de plaguicidas con criterios 
ambientales y de protección 
a la salud.

Sin embargo, todas estas 
medidas, aunque valiosas, 
resultan insuficientes frente 
a la dimensión del problema 
de los PAP en México.

Una ruta obligada para el 
nuevo gobierno

Se requiere una política de 
Estado con dos objetivos es-
tratégicos articulados: esta-
blecer una política nacional 
para la transformación agro-
ecológica de los sistemas 
agrícolas y, una política na-
cional transectorial para la 
prohibición progresiva de los 
PAP que ponga en el centro 
la promoción, respeto, pro-
tección y garantía de los de-
rechos humanos a la salud, a 
la biodiversidad, a un medio 
ambiente sano, a una alimen-
tación adecuada y a un traba-
jo digno.

Elaborar una Ley General 
de Plaguicidas que permita 
una mejor acción coordina-
da de los distintos organis-
mos reguladores que garan-
tice los derechos humanos y 
la aplicación de los principios 
precautorio, de prevención e 
in dubio pro natura.

Elaborar un programa na-
cional de reducción del uso y 
prohibición progresiva de PAP 
en México con “objetivos, me-
tas, estrategias y prioridades 
que sean medibles, evaluables 
y monitoreables”, en cumpli-
miento de la recomendación 
de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos 82/2018, 
y las recomendaciones de los 
relatores de la ONU sobre de-

rechos humanos y sustancias 
tóxicas, y el derecho a la ali-
mentación que señalan el de-
ber del Estado de implemen-
tar políticas que prevengan la 
exposición a los PAP.

Crear un sistema nacional 
de información y vigilancia in-
tegral sobre el uso de plagui-
cidas de acceso público y con 
suficiente apoyo presupues-
tal que garantice el derecho 
público a saber qué plaguici-
das se usan, dónde, cuánto y 
cuándo.

Este sistema integraría in-
formación proveniente de la 
venta de plaguicidas con ma-
yor peligrosidad que deben 
requerir una receta agronó-
mica, las bitácoras del uso 
agrícola, los datos de la vigi-
lancia epidemiológica de in-
toxicaciones y enfermedades 
crónicas, y la vigilancia am-
biental en suelo, agua y at-
mósfera.

Prohibir el uso de PAP en 
campañas de salud pública y 
apoyar en mayor medida una 
estrategia integral de control 
de vectores con participación 
ciudadana. Con la prohibición 
prioritaria de insecticidas neu-
rotóxicos y alteradores hor-
monales, como el clorpirifos 
y malatión.

Fortalecer la capacidad 
analítica de las instituciones 
de enseñanza e investiga-
ción del sector público para 
responder a las necesidades 
de vigilancia epidemiológi-
ca y ambiental, así como a las 
necesidades de atención de-
mandadas por la población.

Fortalecer el acceso a la jus-
ticia y a la reparación de los 
daños causados por el uso de 
los PAP o por accidentes. Se 
requiere una acción coordina-
da entre gobierno, sociedad 
civil, industria y otros actores 
relevantes para garantizar que 

las personas afectadas pue-
dan obtener una reparación 
justa y adecuada.

Incluir a los PAP en la agen-
da de cooperación internacio-
nal con la meta de prohibir los 
PAP en la agricultura para el 
2035 consensuada en el Marco 
Global sobre Productos Quí-
micos, y participar en la Alian-
za Global sobre Plaguicidas 

Altamente Peligrosos, apro-
badas en 2023 en la quinta 
Conferencia Internacional de 
Gestión de Sustancias Quími-
cas; y la meta de reducir en 50 
por ciento el riesgo de los PAP 
al 2030, acordada en el Marco 
Mundial de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal del Conve-
nio de la Diversidad Biológica 
en 2022.

Foto: Martín Navidad
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Alrededor del 90 por ciento 
de las plantas con flor re-

quieren la visita de un animal 
que las asista en la transpor-
tación del polen desde sus 
células sexuales masculinas 
hasta los estigmas y ovarios, 
partes sexuales femeninas. 
Así se lleva a cabo la repro-
ducción sexual de las plantas.

Los animales que hacen este 
servicio son atraídos a las flo-
res por la presencia de néctar 
y polen que utilizan para ali-
mentarse y que es producido 
por las plantas para atraerlos.

Este proceso es muy impor-
tante para mantener la biodi-
versidad del planeta, conser-
var los ecosistemas y con ello 
la vida. También para muchos 
cultivos, pues la producción 
de muchas de las frutas y se-
millas que comemos depen-
de completamente de que 
ocurra.

En México, cerca del 85 por 
ciento de los cultivos que uti-
lizamos como parte de la ali-
mentación requieren polini-
zadores. Su conservación es 
un asunto de seguridad ali-
mentaria.

Sin embargo, los poliniza-
dores se encuentran en ries-
go no solo porque tanto en 
México como el mundo bue-
na parte de los ecosistemas 
se han transformado prima-
riamente en entornos urba-
nos, sino también por el des-
medido uso de agrotóxicos en 
la agricultura.

¿Qué hacer para no perder 
los polinizadores?

La conservación del proceso 
de polinización y de los po-
linizadores es una respon-
sabilidad de todos. Desta-
can en esta responsabilidad 
los tomadores de decisiones, 
dado que hay diversas accio-

nes a nivel de políticas públi-
cas que ayudarían a su con-
servación.

En el caso de las plantas cul-
tivadas para consumo huma-
no y para otros usos es muy 
importante que los gobiernos 
regulen y prohíban el uso de 
agrotóxicos ya que envene-
nan a los polinizadores (abe-
jas, mariposas, colibríes y mur-
ciélagos).

En particular, las abejas se 
han visto fuertemente afecta-
das en las décadas recientes. 
Es necesario volver a los mé-
todos agrícolas tradicionales, 
como la rotación de cultivos 
y los cultivos mixtos, a fin de 
reducir los requerimientos de 
plaguicidas.

Además, en caso de que el 
uso de plaguicidas sea indis-
pensable, es necesario evitar 
su aplicación cuando las plan-
tas están en floración y los po-
linizadores están en sus perio-
dos de actividad.

En México se tiene que se-
guir generando información 
sobre los polinizadores y las 
plantas que requieren sus ser-
vicios, a fin de proponer políti-
cas de conservación y de ma-
nejo de los ecosistemas.

Una política de apoyo a 
los estudios de ciencia bá-
sica dirigida específicamen-
te a seguridad alimentaria 
es necesaria. Adicionalmen-
te, garantizar la conservación 
de los hábitats naturales me-

diante la creación y mante-
nimiento adecuado de áreas 
naturales protegidas. Y poner 
en marcha e impulsar activa-
mente los programas de pro-
tección de polinizadores y de 
sus plantas en los ecosiste-
mas naturales.

Todo esto requiere políti-
cas de inversión dedicadas a 
la ciencia básica y a los pla-
nes de manejo y conservación 
de áreas naturales protegidas.

Dado el proceso de urbani-
zación acelerada, es necesario 
promover políticas para crear 
y conservar hábitats para po-
linizadores utilizando plantas 
nativas; esto les permitiría so-
brevivir en estos ambientes al-
tamente modificados.

a importancia 
de cuidar a los 
polinizadores y la 
polinización

L
María del Coro Arizmendi

FES Iztacala, UNAM
Correo-e: coro@unam.mx

Foto: Laura Núñez
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Un ejemplo son los jardi-
nes para polinizadores, así 
como la restauración del há-
bitat en ciudades para con-
vertirlos en espacios verdes. 
Por ejemplo, corredores ver-
des urbanos, donde el proce-
so de la polinización se con-
serva y donde se pueden 
realizar labores de educación 
ambiental con escuelas y ciu-
dadanos en general.

En lo que se refiere a los 
cultivos de invernaderos, 
es muy importante no utili-
zar polinizadores exóticos, 
ya que en muchas ocasiones 
escapan y pueden afectar las 
poblaciones de los poliniza-
dores nativos. En los abejo-
rros que polinizan jitomate es 
común este proceso y ha lle-
vado a la extinción a los abe-
jorros nativos por competen-
cia con los exóticos usados en 
los invernaderos.

Es necesario que desde los 
gobiernos federal, los estata-
les y locales se dé prioridad a 
la conservación de la natura-
leza y los procesos clave que 
la mantienen, entre ellos la 
polinización. No puede ha-
ber desarrollo sin seguridad 
alimentaria.

Perder a los polinizadores 
nos quitaría dos de cada tres 
bocados que nos llevamos a la 
boca; nos quita prácticamen-
te toda la ingesta de minera-
les y vitaminas esenciales para 
gozar de una buena salud. Sin 

este proceso, la humanidad se 
extinguiría sin importar si los 
combustibles son abundantes 
o tenemos movilidad y abun-
dante disposición de otro tipo 
de productos.

La elaboración de medici-
nas estaría en peligro, dado 
que muchos de sus ingre-
dientes activos vienen de las 
plantas que serían el primer 
eslabón, junto con los polini-
zadores, en desaparecer.

Los servicios ecosistémicos 
que provienen de los sistemas 
naturales dominados por es-
tas plantas también desapare-
cerían. Es decir, la disponibili-
dad de agua y la regulación 
térmica y climática, por ejem-
plo, estarían en peligro claro.

Es necesario que desde el 
gobierno se tenga concien-
cia de esto y que se imple-
menten programas de mane-
jo, conservación y educación. 
Hay buenos ejemplos y bue-
nas prácticas de gobiernos 
que se involucran en este 
tema. Uno solo: la Ciudad de 
México, donde se promovió 
el programa mujeres polini-
zadoras, donde se estable-
cieron jardines de poliniza-
dores en espacios públicos 
como los Pilares y parques, 
cuidados por habitantes lo-
cales que recibieron capaci-
tación para hacerlo.

El programa de Jardines 
para la Vida fue desarrolla-
do por el gobierno local con 

la asesoría y acompañamien-
to de la Universidad Nacional 
Autónoma de México. De la 
misma manera, se comenzó 
la restauración del Canal Na-
cional, uno de los pocos ríos 
a cielo abierto en donde se 
plantaron especies nativas 
muy gustadas por colibríes 
y donde se logró el regreso 
de una especie que ya era 

muy poco común en la ciu-
dad: el colibrí cola pinta, que 
hoy puede ser observado co-
múnmente en el sitio.

Esfuerzos conjuntos pue-
den llevar a muy buenos re-
sultados, pero es importante 
que estas acciones se convier-
tan en políticas públicas que 
garanticen el desarrollo sus-
tentable en México.

Fotos: Laura Núñez
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ara resolver la 
cuestión agraria 
hay que refundar la 
propiedad social

P
El componente ecológi-

co de la cuestión agraria 
tiende a obviarse u olvidar-
se en los debates clásicos re-
lativos a la propiedad de la 
tierra. La tierra no solo es re-
curso agro-productivo o bien 
patrimonial, como cotidiana-
mente se enuncia en transac-
ciones y litigios agrarios.

La tierra es, en realidad, 
un agregado de ecosistemas 
y formas de vida (un territo-
rio o paisaje), que remiten a 
la diversidad de suelos, mine-
rales, recursos hídricos, flora 
y fauna, sistemas productivos 
y culturas.

¿De qué manera toda esta 
complejidad ecológica y so-
cial se sintetiza en derechos 
de propiedad y modelos de 
gobernanza? Y, ¿qué princi-
pios justifican, hoy en día, el 
derecho a la propiedad sobre 
un pedazo de tierra?

Como académicos preocu-
pados por la crisis ambiental 
del país y del planeta, consi-
deramos que la forma en que 
se han abordado estas pre-
guntas desde marcos legales 
y políticas públicas es insufi-
ciente por su visión limitada 
de la cuestión agraria, y por 
el desgaste de dos principios 
que justificaron en México la 
dotación y restitución de eji-
dos y comunidades: la utilidad 
pública y la función social de 
la propiedad.

Si bien dichos principios 
compiten hoy con la propues-
ta liberal (seguridad jurídica) 
e individualista de la propie-
dad, ignoran los contextos del 
cambio climático y el cambio 
ambiental global que exigen 
la refundación de la propie-
dad agraria en México y el 
mundo.

Frente a mayores eventos 
climáticos extremos, la pér-
dida de la biodiversidad y la 

erosión de los recursos natu-
rales, la preservación de eji-
dos y comunidades se torna 
un asunto crucial en la medi-
da en que éstos fungen como 
red de seguridad, en térmi-
nos de alimentación, vivien-
da y otros “servicios” ambien-

Gabriela Torres-Mazuera
Correo-e: Gtorres-mazuera@ciesas.edu.mx

Tlacaelel Rivera-Núñez

Correo-e: tlacaelelrivera@gmail.com

Claudia Gómez Godoy
Correo-e: clacgogo@gmail.com

tales para la población rural 
más marginada y vulnerable 
del país.

Más aun, la preservación 
de estas tierras bajo régimen 
comunal garantiza la conser-
vación de bosques, selvas, 
manglares, suelos fértiles y 

cuerpos de agua fundamen-
tales desde el enfoque de la 
captura de carbono y los re-
servorios genético-energéti-
cos del país.*

Por ejemplo, este aspecto 
ha quedado demostrado en 
México a través de estudios 
que han revelado una relación 
directa entre privatización de 
la propiedad social o pública 
y la deforestación.

A pesar de su importancia 
ecosistémica y social, la mayo-
ría de los ejidos y comunida-
des en el país enfrentan diver-
sas problemáticas. A nuestro 
modo de ver, por su agravio, 
destacan tres: una débil go-
bernanza democrática, la des-
igualdad en el acceso y con-
trol de los bienes naturales 
asociados a los núcleos agra-
rios, así como la visión indivi-
dualista y productivista que 
persiste como justificación de 
esta forma de tenencia.

Los datos son contunden-
tes: para el 2021 la mitad del 
territorio nacional se encon-
traba bajo tenencia ejidal y 
comunal en manos de única-
mente el 3 por ciento de la 
población nacional. Los eji-
datarios o comuneros, úni-
cos sujetos agrarios con de-
recho a la participación en la 
asamblea eran principalmen-
te hombres (74.5 por cien-
to) y mayores de 65 años (de 
acuerdo al Registro Agrario 
Nacional, Indicadores Bási-
cos, Sujetos Agrarios).

A esto se añade la fuerte 
desactualización de los pa-
drones de ejidatarios o comu-
neros, lo que implica una baja 
participación en las asam-
bleas generales de ejidata-
rios y comuneros y la dificul-
tad de alcanzar el quorum 
legal requerido para la toma 
de decisiones colectivas que 
afectan la vida comunitaria. 

Foto: Tlacaelel Rivera 
Núñez
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¿Qué hacer frente a estos y 
otros retos de la gobernan-
za democrática de los nú-
cleos agrarios?

En la Agenda Socioam-
biental 2024: diagnósticos 
y propuestas, proponemos 
ampliar el enfoque histórico 
de justicia social que ha jus-
tificado la propiedad ejidal 
y comunal, para incorporar 
consideraciones de justicia 
ambiental, climática, alimen-
taria, energética, de género e 
intergeneracional.

Consideramos que una po-
lítica agraria con enfoque eco-
lógico y realmente social debe 
contemplar los límites del cre-
cimiento económico y los ries-
gos y efectos negativos de la 
mercantilización de los bienes 
comunes. Para ello es preciso 
definir no solo derechos sino 
también obligaciones y res-
tricciones bajo principios de 
función socioecológica de la 
propiedad que garanticen la 
sostenibilidad para las futuras 
generaciones.

La nueva política agroam-
biental para el México del si-
glo XXI implica considerar 
mecanismos de redistribu-
ción, reconocimiento y par-
ticipación que den cabida 
a todas aquellas personas y 
sujetos excluidos del repar-
to agrario –mujeres, jóvenes 
y pueblos con identidades ét-
nicas subyugadas.

Nos referimos a construir 
mecanismos para la titulari-
dad, representación y usu-
fructo de las tierras por par-
te de las mujeres (más allá de 
cuotas impuestas de géne-
ro). Igualmente vislumbramos 
programas de relevo genera-
cional que faciliten sistemas 

de herencia de los derechos 
agrarios capaces de impul-
sar el arraigo a los territorios 
y el desarrollo de actividades 
agroecológicas, así como de 
nuevas economías entre las 
juventudes.

Lo anterior implica avanzar 
hacia nuevas formas de go-
bernanza que tengan como 
meta el desarrollo de esque-
mas productivos multifuncio-
nales, así como modelos de 
vida rural con anclaje ecoló-
gico que cuestionen el desa-
rrollismo modernista y “dete-
riorante”.

Sin más, invitamos a las y 
los lectores a revisar la Agen-
da y juzgar por cuenta propia: 
https://agendasocioambien-
tal2024.mx.

* A este respecto véase el informe del IPPC sobre tierras y cambio 
climático (IPCC, 2020), así como el documento Land Governance 
for Climate Resilience (2023).

Fotos: Tlacaelel Rivera Núñez



mayo
2024

10

Juan Hernández (nombre 
ficticio) participa en una 

escuela de campo del progra-
ma Producción para el Bien-
estar, en Oaxaca. Sigue con 
mucha atención las explica-
ciones de la técnica para ela-
borar composta. Esta escue-
la es –a decir suyo– un gran 
espacio para aprender mejo-
res maneras para producir ali-
mentos sanos.

Cuando la composta está 
lista, Juan se lleva parte de 
ella a su casa, donde la incor-
pora en su huerto; a la milpa 
casi no llega nada, ya que las 
cantidades producidas son es-
casas; Juan no tiene la capaci-
dad de producir por sí mismo 
la cantidad necesaria de com-
posta para enriquecer los sue-
los de su milpa (una hectárea 
puede necesitar entre tres y 
cinco toneladas de composta), 
ya que no cuenta con los insu-
mos, el tiempo ni la mano de 
obra para llevar a cabo esta 
tarea.

Esta situación revela la vul-
nerabilidad en la cual se en-
cuentra la pequeña agricul-
tura, que si bien tiene una 
enorme importancia en la 
economía agropecuaria del 
país, mantiene condiciones 
de pobreza y exclusión.

Indudablemente, este go-
bierno ha modificado la es-
tructura de subsidios, dando 
preferencia a los pequeños y 
medianos productores, po-
niendo de nuevo como políti-
ca de Estado a la autosuficien-
cia alimentaria y buscando 
que ésta se logre a través de 
una transición agroecológica.

En un contexto donde la 
mayor producción agrope-
cuaria está en manos de gran-
des productores y de corpo-
raciones transnacionales, que 
dominan toda la cadena de 
comercialización, impulsar 

la agroecología desde el Es-
tado constituye un gran reto 
que es necesario profundizar 
para transitar hacia una auto-
suficiencia alimentaria.

En este sexenio el camino 
de la transición se hizo prin-
cipalmente a partir de cuatro 

programas: Producción para 
el Bienestar (PpB), Sembran-
do Vida (SV), Fertilizantes para 
el Bienestar y Precios de Ga-
rantía.

Antes que nada, es impor-
tante enfatizar que después 
de décadas de mantener y 

promover prácticas, subsi-
dios, mercados y organiza-
ciones que sustentan una 
agricultura industrializada, 
en favor de los grandes pro-
ductores y de corporaciones, 
la transición hacia una agricul-
tura sustentable requiere de 
varias transiciones de diversas 
índoles, como la social, econó-
mica, cultural e institucional.

Estas transiciones difícil-
mente podrán llevarse a cabo 
solo con algunos programas 
a nivel federal, poco coordi-
nados entre ellos, y sin cone-
xión con otros programas fe-
derales (por ejemplo, con la 
Conagua) o bien con progra-
mas agropecuarios estatales.

Después de décadas de 
abandono, la pequeña y la 
mediana agricultura se en-
cuentran en un estado de 
gran vulnerabilidad ante dis-
tintos factores, principalmen-
te la falta de agua para rie-
go, que en el contexto actual 
de sequía ocasiona la pérdi-
da parcial o total de la pro-
ducción.

Esta situación empeoraría 
ante los escenarios de cambio 
climático que proyectan una 
reducción de los rendimien-
tos de hasta 80 por ciento en 
algunas zonas del país, afec-
tando especialmente a la agri-
cultura de temporal, domina-
da por pequeños productores 
(Estrada et al., 2023).

Asimismo, en un contexto 
donde el mercado está captu-
rado por grandes empresas, la 
dificultad de comercializar sus 
productos ocasiona gran des-
ánimo para mantener la pro-
ducción. Por otro lado, la in-
tensa migración ocasiona un 
abandono en el campo y una 
fuerte erosión cultural.

Después de décadas de un 
manejo que apostó solo a los 
fertilizantes como fuente de 

Foto: Helena Cotler
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nutrición y al uso de plagui-
cidas tóxicos (ver artículo de 
Fernando Bejarano, en este 
número) que han contamina-
do a los suelos, la pérdida de 
fertilidad es común en todo el 
país. Según el INEGI (2014) cer-
ca del 53 por ciento de la su-
perficie territorial del país se 
encuentra afectada por ero-
sión hídrica, impactando prin-
cipalmente a suelos agrícolas 
de temporal que se usan para 
la producción de autoconsu-
mo (Cotler et al., 2020).

Otro cambio negativo resi-
de en la imposición de prácti-
cas culturales contrarias a las 
realizadas tradicionalmente 
(p.e. monocultivo en cambio 
de milpa) que ocasionan una 
erosión genética.

Esta situación se ref le-
ja también en el último Cen-
so Agropecuario (2022), en el 
que se reportaron como prin-
cipales obstáculos al desarro-
llo agropecuario el alto cos-
to de los insumos y servicios 
(82 por ciento); pérdidas por 
algún factor climático o bio-
lógico (64 por ciento); baja de 
precios o disminución de ven-
tas a causa de la pandemia de 
Covid (37 por ciento); pérdida 
de fertilidad de los suelos (27 
por ciento) e inseguridad (21 
por ciento) (INEGI, 2023).

Este último tema es espe-
cialmente relevante pues en 
las encuestas y censos ante-
riores no se registraba dentro 
de los principales problemas 
y refleja el grado de violencia 
del país.

Más agroecología, pero sin 
inequidades

A par tir  de las  lecciones 
aprendidas durante este se-
xenio, consideramos impor-
tante diseñar un nuevo pro-
grama de apoyo a pequeños 

y medianos productores, que 
mantenga el énfasis agroeco-
lógico, a través del acompa-
ñamiento técnico, pero sin las 
inequidades que genera te-
ner dos programas con subsi-
dios tan desiguales (6 mil pe-
sos mensuales de SV vs 6 mil 
pesos anuales con PpB en los 
mismos territorios).

Este programa tendría que 
contar con apoyos para ela-
borar grandes cantidades de 
bioinsumos (tomando la con-
cepción de biofábricas de 
SV), adicionar la posibilidad 
de contar con infraestructu-
ra hidráulica (presas, capta-
ción de agua de lluvia, acue-
ductos) –ligado a concesiones 
de agua– maquinaria, y segu-
ro de pérdidas, y además no 
restringirlo a algunos mono-
cultivos, sino abrirlo a una ma-
yor diversidad de policultivos, 
que incluyan hortalizas.

Para evitar repetir los mis-
mos errores pasados, no es 
conveniente mantener un 
programa que distr ibuya 
fertilizantes sin conocimien-
to del estado de los suelos. 
Esta práctica solo ocasionará 
un mayor empobrecimiento 
de los suelos, eutrofización 

de cuerpos de agua, emisión 
de gases de efecto inverna-
dero (NO2), dependencia a in-
sumos basados en combusti-
bles fósiles y la dificultad de 
mantener prácticas agroeco-
lógicas.

Para romper con este círcu-
lo vicioso es necesario mejo-
rar el conocimiento de nues-
tros suelos. Para ello existen 
diferentes rutas que pasan por 
recuperar conocimiento local, 
enriquecerlo con pruebas de 
campo, así como también for-
talecer capacidades técnicas 
para el análisis y monitoreo de 
la calidad de suelos en institu-
tos tecnológicos, universida-
des, centros de investigación 
que trabajando de manera 
conjunta con las organizacio-

nes campesinas y los progra-
mas públicos puedan proveer 
de información para un me-
jor manejo de los suelos y que 
al mismo tiempo se ofrezcan 
nuevas fuentes de nitrógeno 
(como microoorganismos) y 
en última instancia, se capa-
cite para un uso sustentable 
de algunos fertilizantes.

Dado que en el país se 
cuenta con numerosos ejem-
plos de experiencias agro-
ecológicas a nivel local, se-
ría importante vincular estos 
programas con los procesos 
organizativos autogestiona-
rios, planes de vida comuni-
tarios y regionales; retoman-
do experiencias y limitaciones 
agroecológicas de organiza-
ciones campesinas.
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Generalmente se piensa 
que conservar biodiver-

sidad es solamente preservar 
especies raras, amenazadas o 
carismáticas y proteger pai-
sajes naturales sobresalien-
tes. Si bien se reconoce que 
esto es importante por razo-
nes éticas, estéticas o inclu-
so utilitarias, se considera se-
cundario frente a problemas 
sociales y económicos más 
apremiantes.

En consecuencia, la conser-
vación queda relegada tanto 
en los programas guberna-
mentales como en las per-
cepciones y demandas de la 
sociedad.

La conservación de la diver-
sidad de plantas, hongos, mi-
croorganismos y animales es 
vital porque de ello depende 
la salud de los ecosistemas 
que hacen posible la existen-
cia de vida en la Tierra, inclui-
da la vida humana.

El aire que respiramos, el 
agua que bebemos, los ali-
mentos que comemos, nues-
tra salud y la del planeta se 

derivan de las funciones que 
cumple la diversidad biológi-
ca en la generación de servi-
cios ambientales que son in-
dispensables para la vida, 
sustento y bienestar de los 
seres humanos.

Algunos ejemplos son la re-
gulación del clima, el reciclaje 
de agua, carbono y nutrientes, 
la formación de los suelos, el 
suministro de recursos bióti-
cos que sustentan la produc-
ción agropecuaria, forestal y 
pesquera, la mitigación del 
impacto de huracanes, se-
quías o inundaciones, y la re-
generación natural de áreas 
perturbadas.

Pérdida de biodiversidad y 
degradación ambiental

La extinción de poblaciones 
y especies, la defaunación, la 
desaparición de organismos 
del suelo, polinizadores y va-
riedades de cultivos tradicio-
nales, invasiones de especies 
exóticas, cambios en la com-
posición de las comunidades 

a biodiversidad 
es esencial para 
el sustento de la 
sociedad
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bióticas, blanquemiento de 
los arrecifes de coral, sobre-
producción y arribazón ma-
siva de sargazo en las playas, 
entre otros factores, condu-
cen a las simplificación y de-
gradación de los ecosistemas 
marinos, costeros y terres-
tres, con graves consecuen-
cias socioambientales, desde 
la pérdida de servicios ecosis-
témicos esenciales y la dismi-
nución del potencial produc-
tivo de los recursos naturales, 
hasta daños a la salud huma-
na, pérdida de valores cultu-
rales y deterioro de la calidad 
de vida.

Entre las causas materiales 
de la pérdida de biodiversidad 
están la destrucción de hábi-
tats por la deforestación, de-
secación de humedales y re-
presamiento de los ríos; la 
expansión de monocultivos 
comerciales, la urbanización 
y el desarrollo de megapro-
yectos de infrestructura, el 
impacto de la minería, la ex-
tracción y derrame de hidro-
carburos en océanos y ríos, la 

erosión y degradación de sue-
los, el agotamiento de recur-
sos forestales y pesqueros, y la 
contaminación con desechos 
urbanos e industriales, agro-
químicos y una gran variedad 
de sustancias tóxicas; a esto se 
suman los efectos de otro fac-
tor antropogénico: el cambio 
climático global.

Las causas subyacentes son 
múltiples factores interrela-
cionados de orden político, 
económico, cultural, demo-
gráfico e histórico. Destaca la 
persistencia de un modelo de 
desarrollo obsesionado por el 
crecimiento económico, im-
pulsado por intereses priva-
dos y el incremento desmedi-
do del consumo globalizado 
de países y regiones de altos 
ingresos, que genera una alta 
demanda de materias primas 
y alimentos, así como fuer-
tes presiones sobre los recur-
sos y el entorno ecológico de 
las poblaciones humanas más 
pobres y marginadas de las re-
giones donde se concentra la 
mayor biodiversidad.

Berrendos y ballenas 
grises de la reserva de 
la biosfera El Vizcaíno

Fotos: Enrique Jardel
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La acumulación desigual de 
capital, el despojo y acapara-
miento de tierras y prácticas 
extractivistas de explotación 
de minerales, hidrocarburos, 
bosques, pesquerías y tierras 
de cultivo, se traducen en al-
tos costos socioambientales 
como consecuencias de ese 
modelo de desarrollo que no 
es ecológicamente viable ni 
socialmente justo.

A esto se añaden políticas 
de desregulación, influencia 
de intereses privados opues-
tos a la aplicación de leyes y 
normas ambientales, y el cre-
ciente debilitamiento de las 
instituciones responsables de 
la conservación y aprovecha-
miento sostenible de los re-
cursos bióticos.

Para la construcción de una 
sociedad verdaderamente 
sustentable, esto debe cam-
biar; a continuación, se esbo-
zan algunas propuestas.

La conservación en la 
agenda socioambiental

El punto de partida es la co-
municación y entendimiento 
de la importancia vital de la 
biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos, no solamen-
te en todos los niveles de la 
educación pública sino, sobre 
todo, entre los gobernantes, 
legisladores y jueces que de-
berían estar conscientes de la 
prioridad de la conservación 
como una política de estado. 

La conservación deberá es-
tar basada en principios y cri-
terios socioambientales, que 
contribuya realmente a supe-
rar la pobreza, desigualdad y 
marginación sobre la base 
del aprovechamiento soste-
nible de la biodiversidad, los 
recursos naturales y los servi-
cios ambientales de los eco-
sistemas.

Es urgente mejorar la legis-
lación ambiental, pero sobre 
todo garantizar su aplicación 
con equidad, transparencia, 
evaluación de resultados y 
rendición de cuentas; los ac-
tores políticos y económicos, 
y los proyectos gubernamen-
tales deben cumplir con las le-
yes y normas de responsabili-
dad ambiental.

Instrumentos como el or-
denamiento ecológico del 
territorio, el ordenamiento 
urbano, y la evaluación y mi-
tigación de impactos ambien-
tales de obras y proyectos de-
ben aplicarse efectivamente, 
así como el cumplimiento es-
tricto de las regulaciones so-
bre agrotóxicos y emisiones 
de contaminantes industria-
les y urbanos.

Es necesario impulsar me-
canismos de colaboración in-
termunicipal para la gestión 

ambiental y la conservación, 
coordinados y apoyados por 
los gobiernos estatales y fe-
deral,  pero no subordina-
dos a su lógica de coman-
do y control. En los cuerpos 
consultivos, consejos y comi-
tés relacionados con la políti-
ca ambiental, que hoy en día 
están capturados por intere-
ses privados, debe haber una 
adecuada representación so-
cial y académica.

Y hay que cumplir con las 
obligaciones de los acuerdos 
internacionales en materia de 
medio ambiente y biodiversi-
dad, de los cuales México es 
signatario.

Las áreas naturales protegi-
das (ANP) son un instrumen-
to fundamental para la con-
servación de la biodiversidad, 
los ecosistemas y sus servicios 
ambientales. El modelo mexi-
cano de ANP ha buscado in-

tegrar la conservación con el 
desarrollo local y el aprove-
chamiento sostenible de los 
recursos naturales; ha sido 
exitoso cuando se ha logrado 
una participación local efec-
tiva y la colaboración entre 
dependencias gubernamen-
tales, instituciones académi-
cas y organizaciones de la so-
ciedad civil.

Sin embargo, instituciones 
clave, como la Conanp, han 
enfrentado las limitaciones 
de falta de personal y presu-
puesto necesario para cumplir 
su mandato. Es indispensable 
fortalecer a esta y a otras ins-
tituciones del sector medio 
ambiente y recursos natura-
les de la administración pú-
blica, como la Conafor, Cona-
bio, Inecc, Profepa y Conagua 
y coordinar sus esfuerzos.

Los aprendizajes gene-
rados en las ANP deben ex-

Colibrí de la reserva de 
la biosfera Sierra de 
Manantlán

Foto: Enrique Jardel
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tenderse a los sistemas pro-
ductivos en sus regiones de 
influencia y generar incenti-
vos a la conservación volun-
taria.

El desarrollo busca mejorar 
las condiciones sociales, pero 
esto no se logra destruyendo 
el patrimonio natural, degra-
dando el ambiente y perpe-
tuando inequidades e injus-
ticias. La conservación de la 
biodiversidad debe integrar-
se con la política de desarrollo 
social y la producción agrope-
cuaria, forestal y pesquera, la 
industria y los servicios, bajo 
principios y criterios de sus-
tentabilidad.

En México existen nota-
bles casos de éxito en el ma-
nejo forestal comunitario, la 
gestión de zonas de amorti-
guamiento de ANP, iniciativas 
de producción agroecológi-
ca, agroforestal y silvopasto-
ril, ecoturismo, protección de 
espacios silvestres y áreas ver-
des urbanas, todo esto basa-
do en comunidades locales y 
organizaciones civiles que de-
ben ser apoyadas sin restarles 
autonomía y sin generar de-
pendencia y relaciones clien-
telares.

Los arroyos, ríos, lagos y hu-
medales se encuentran entre 
los ecosistemas más severa-
mente degradados del país, 
su biodiversidad es única y 
el agua es un recurso esen-
cial; una reforma radical de la 
Conagua es impostergable, 
para que deje de ser un sim-
ple instrumento de adminis-
tración de concesiones y cons-
trucción de obras hidráulicas 
controlado por intereses pri-
vados, y pueda reorientarse la 
gestión de los recursos hídri-
cos con un enfoque integral 
de manejo de cuencas, basa-
do en principios ecohidrológi-
cos y de conservación.

Aunque los mares mexica-
nos cubren una extensión que 
es 1.7 veces mayor que el terri-
torio continental del país, su 
biodiversidad es única, su pa-
pel en la regulación ambien-
tal es esencial, la pesca es un 
importante recurso para la ali-
mentación y en las costas ha-
bitan más de 15 millones de 
mexicanos, pareciera que en 
México el mar no existe, por 
el olvido y la negligencia con 
que ha sido tratado.

Es indispensable una es-
trategia nacional para la con-
servación y aprovechamiento 
sostenible de costas y océa-
nos y crear una sólida base 
institucional para ponerla en 
marcha. Aunado a esto, debe-
ría prohibirse la minería sub-
marina, al igual que dentro de 
las ANP.

La generación de conoci-
miento a través de la inves-
tigación científica y la valo-
ración y recuperación de los 
saberes vernáculos es indis-
pensable para fundamentar 
las estrategias de conserva-
ción y evaluar sus resultados.

La contribución de la Cona-
bio y su colaboración con cen-
tros de investigación y ense-
ñanza ha sido fundamental en 
esta tarea; por esto es necesa-
rio mantener una institución 
sólida, con un estatus que per-
mita fortalecer la cooperación 
interinstitucional, desarrollar 
proyectos estratégicos y ge-
nerar conocimiento con inde-
pendencia y credibilidad.

Ante las próximas eleccio-
nes, las candidatas y candida-
tos a puestos de elección po-
pular deben estar conscientes 
de que, para garantizar la via-
bilidad de la sociedad y los 
derechos de las presentes y 
futuras generaciones a un am-
biente sano, necesitamos con-
servar la biodiversidad.

La generación de conocimiento 
a través de la investigación 
científica y la recuperación 
de los saberes vernáculos es 

indispensable para fundamentar 
las estrategias de conservación.

Encino de la reserva de la biosfera Sierra de Manantlán

Foto: Enrique Jardel
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a urgente 
recuperación de la 
agenda forestal

L
José Iván Zúñiga Pérez-Tejada

Correo-e: izconsultor@gmail.com

De acuerdo con la informa-
ción oficial de la Comisión 

Nacional Forestal (Conafor), 
casi 12 millones de personas 
habitan comunidades y ejidos 
donde existen coberturas fo-
restales importantes de las 
cuales 77.6 por ciento viven 
en altos niveles de margina-
ción y pobreza, en su mayo-
ría pertenecientes a pueblos 
originarios.

Sin embargo, prácticamen-
te toda la población del país 
depende directamente de 
la existencia de los ecosiste-
mas forestales para mantener 
las fuentes de agua, acceder 
a alimentos y combustible, 
conservar la salud de los sis-
temas agrícolas, y obtener in-
gresos, materias primas y ali-
mentos diarios.

Si bien el 71 por ciento de 
la superficie terrestre del país 
cuenta con coberturas fores-
tales (138.7 millones totales, 
30.3 millones de selvas, 34.8 
millones de bosques templa-
dos, 56.2 millones de mato-
rrales xerófilos, 947 mil de 
manglares, entre otros eco-
sistemas), éstas se siguen per-
diendo a un ritmo de cerca 
de 215 mil-255 mil hectáreas 
anuales promedio por una 
mala gestión territorial, pro-
blemas de límites territoria-
les, la disolución de las asam-
bleas ejidales y comunales, 
una excesiva y centralizada 
regulación que ni permite el 
uso sostenible de los recursos 
ni puede ser aplicada por las 
instituciones gubernamenta-
les para detener ilícitos, fal-
ta de información tan básica 
como un mapa nacional que 
permita delimitar la frontera 
agrícola y coordinar acciones 
entre dependencias federales 
y estatales, la presencia cada 
día mayor de plagas, enferme-
dades e incendios forestales 

fuera de control (exacerbadas 
por el cambio climático), la fal-
ta de inversión en investiga-
ción y desarrollo de productos 
forestales que permitan mejo-
rar los ingresos de los propie-
tarios de terrenos forestales, 
subsidios mal diseñados que 
promueven la deforestación, 
y, sobre todo, por una crecien-
te presencia de grupos delic-
tivos que controlan el acceso 
a los territorios y los recursos, 
incluyendo la tala ilegal.

Históricamente, las regio-
nes forestales y las políticas 

para impulsar su desarrollo 
económico y social han vis-
to vaivenes. Desde los años 
ochenta existen programas 
gubernamentales que han 
promovido el manejo fores-
tal comunitario sostenible al 
igual que programas de es-
tablecimiento de plantacio-
nes comerciales o progra-
mas de restauración forestal, 
pero también continúan pro-
gramas y subsidios que impul-
san la destrucción de las sel-
vas y bosques para expandir la 
ganadería y la agricultura (in-

dustrial o de campesina), así 
como la eliminación de man-
glares o selvas para la cons-
trucción de complejos turís-
ticos mal planeados, nuevos 
desarrollos urbanos, comple-
jos industriales o infraestruc-
turas de transporte sin accio-
nes reales de compensación 
ambiental.

En términos presupues-
tales, la agenda forestal ha 
sufrido cambios relevantes. 
En 2007, el presupuesto fis-
cal asignado pasó de los casi 
3 mil millones de pesos has-

Foto: Conafor/
Gobierno de México
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ta máximos de más de 7 mil 
millones anuales hasta el año 
2016 (valuados a precios cons-
tantes de 2013).

Este incremento presu-
puestal fue acompañado de 
políticas que buscaron impul-
sar el uso sostenible de los re-
cursos forestales y la restaura-
ción de los bosques y selvas 
para impulsar su participa-
ción en las economías loca-
les, al mismo tiempo que se 
fortaleció a las instituciones 
ambientales federales.

Sin embargo, a partir del 
2017, y como parte de un vi-
raje para erosionar a propósi-
to las instituciones y las regula-
ciones ambientales que limitan 
inadecuadas decisiones guber-
namentales y de poderosos 
grupos empresariales con im-
pactos relevantes sobre la na-
turaleza y las cuencas hidroló-
gicas, el presupuesto asignado 
a la agenda forestal se ha redu-
cido continuamente hasta me-

nos de 2 mil millones de pesos 
(descontando la inflación). Una 
reducción mayor al 70 por cien-
to si consideramos el máximo 
presupuesto histórico.

La consecuencia directa del 
cambio abrupto en la agenda 
forestal y ambiental se refleja 
claramente en las estadísticas 
gubernamentales: el año 2023 
se superó el millón de hectá-
reas afectadas por incendios 
forestales, la mayor superficie 
quemada desde 1990; de un 
máximo de 370 mil hectáreas 
reforestadas en 2012 pasamos 
a menos de 10 mil hectáreas 
reforestadas anualmente en 

el periodo 2020-2022; en 2022 
prácticamente se detuvieron 
los permisos para establecer 
nuevas plantaciones foresta-
les comerciales y aprovecha-
mientos forestales madera-
bles, y lo mismo sucede con 
prácticamente todos los te-
mas relacionados con el uso 
sostenible, la conservación y 
la restauración de los ecosiste-
mas en las regiones forestales.

Hasta hoy, la respuesta gu-
bernamental a esta situación 
ha sido la existencia del pro-
grama Sembrando Vida, el 
cual cuenta en 2024 con un 
presupuesto de 38 mil 900 
millones de pesos, señalan-
do que sus beneficiarios es-
tán “reforestando” más de un 
millón de hectáreas.

Esta visión incorrecta de la 
situación que viven las regio-
nes forestales limita seriamen-
te la capacidad de solucionar 
los problemas crecientes ya 
que Sembrando Vida no for-
talece la capacidad de preven-
ción y control de incendios fo-
restales, no apoya el combate 
de plagas y enfermedades fo-
restales. Hasta hoy, no ha de-
mostrado contar con una es-
trategia para aprovechar 
sosteniblemente la madera 
que pueden estar producien-
do los beneficiarios del progra-
ma y eliminar el posible lava-
do de madera ilegal a través de 
las parcelas beneficiadas por el 
programa.

Tampoco contribuye al 
ordenamiento y estableci-

miento de reglamentos co-
munitarios para gestionar sos-
teniblemente el territorio. Ni 
suma recursos para detener 
la tala ilegal y, sobre todo, no 
contribuye a fortalecer las ca-
pacidades institucionales en 
materia ambiental pues es un 
programa operado por la Se-
cretaría de Bienestar con una 
lógica productiva, de supera-
ción de pobreza, y con una ló-
gica a escala de parcela y no 
de territorio.

Superar la pobreza en las 
regiones rurales necesaria-
mente requiere una revisión 
de las estrategias y los progra-
mas gubernamentales, ade-
más del fortalecimiento de las 
instituciones y el presupuesto 
ambientales.

Los primeros y mayormen-
te afectados por huracanes, 
sequías, incendios forestales 
o presencia de plagas son los 
campesinos, y la degradación 
de sus territorios y recursos 
forestales amplía su vulnera-
bilidad a estos y otros fenó-
menos.

Para cumplir con el objetivo 
de justicia social y superación 
de pobreza en las regiones fo-
restales se requiere recuperar 
la acción y la inversión guber-
namental para restaurar y ges-
tionar sosteniblemente los 
bosques y las selvas para que 
sigan proveyendo medios de 
vida a sus habitantes y mante-
ner la provisión de agua, ma-
terias primas y alimentos que 
el país necesita.

Flores de vainilla. 
Sembrando Vida se 
“enfocará en aumentar 
producción de cultivos 
orgánicos”

Foto: La Jornada 
Veracruz

Fuente: elaboración propia 
con información de la 

Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público.
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Las regiones forestales de 
México han sufrido un ace-

lerado cambio desde el siglo 
pasado; de 1950 a la fecha, la 
población nacional se multi-
plicó más de cuatro veces pa-
sando de 25.8 millones has-
ta 126 millones en 2020; tan 
solo entre 2010 y 2020 la po-
blación creció en 14 millones 
de habitantes (INEGI).

A pesar de este crecimien-
to poblacional, la economía, 
el empleo y las opciones de 
vida de los habitantes en las 
regiones rurales y forestales 
del país no se desarrollaron 
al mismo ritmo.

Como contexto, entre 1950 
y 1981 el producto interno 
bruto real nacional por perso-
na creció a un ritmo prome-
dio anual de 3.6 por ciento, 
por las crisis financieras recu-
rrentes; este crecimiento pro-
medio anual se redujo a 1.3 
por ciento anual hasta 1995, y 
desde entonces el crecimien-
to anual promedio no supera 
el 2 por ciento.*

En particular, los ingresos de 
los campesinos mexicanos no 
se han incrementado en bue-
na medida por la incapacidad 
de las políticas públicas para 
impulsar una mayor producti-
vidad y acceso a mercados en 
mejores condiciones.

De esta forma, el campo 
mexicano y las regiones fo-
restales han sufrido un pro-
ceso de empobrecimiento 
que se intensifica con la falta 
de oportunidades económi-
cas para las y los jóvenes que 
emigran hacia las ciudades y 
otros países.

Si bien en las décadas 1980 y 
1990 hubo cambios favorables 
en las políticas públicas en ma-
teria legal e institucional pro-
moviendo la conservación, res-
tauración y gestión sostenible 
de los recursos naturales y los 

ecosistemas, también creció la 
presión sobre ciertas regiones 
forestales del país para abrir 
nuevas tierras para la agricul-
tura y la ganadería, por el cre-
cimiento de las zonas urbanas, 
desarrollos turísticos mal pla-
neados, infraestructura, y so-
bre todo por las concesiones 
para minería.

Desde 2016 hasta hoy se 
han realizado reformas lega-
les, reducciones presupues-
tales al sector ambiental y 
cambios institucionales que 
han erosionado las capacida-
des del Estado mexicano para 
frenar los proyectos, obras y 
acciones que promueven el 
deterioro de los ecosistemas 
forestales.

Aunado a lo anterior, el de-
bilitamiento de la organiza-
ción campesina y de las asam-
bleas ejidales y comunales, y 
el control territorial por par-
te de grupos armados en las 
regiones rurales, están provo-

cando tasas de degradación 
forestal y deforestación acele-
radas en regiones como la pe-
nínsula de Yucatán, Chiapas, 
las costas de Jalisco, Nayarit y 
Sinaloa, la región de las Huas-
tecas, los bosques templados 
de Michoacán y Jalisco, o las 
selvas secas del Pacífico.

Detener esta dinámica de 
deterioro en las regiones fo-
restales del país requiere ge-
nerar empleos, impulsar las 
economías locales y la restau-
ración de los bosques y selvas.

Sobre todo, reconocer la 
repercusión profunda que 
tienen las regiones foresta-
les en el contexto del cam-
bio climático; son esenciales 
los servicios ambientales que 
proporcionan: regulación hi-
drológica, aminorar la vulne-
rabilidad ante sequías, prote-
ger las cabeceras de cuencas 
de eventos meteorológicos 
extremos, conservación del 
germoplasma, entre otros.

Representa una de las me-
jores inversiones socioam-
bientales para asegurar un 
desarrollo productivo y eco-
nómico del país en el media-
no y largo plazo.

Recientemente, a partir de 
celulosa y de la lignina de los 
árboles, en varios países se im-
pulsan tecnologías para sus-
tituir el litio en la producción 
de baterías, nuevos materia-
les para fabricar pantallas de 
televisión, celulares y compu-
tadores; e incluso utilizar las 
capacidades fitotóxicas de la 
madera para desarrollar me-
dicamentos contra el cáncer.

Para que los bosques y sel-
vas sean nuevamente base 
para el bienestar del país, a 
través de su aprovechamien-
to sostenible y restauración, 
es indispensable reformular 
las políticas públicas y las ins-
tituciones forestales. Algunas 
de las propuestas más urgen-
tes identificadas son:

ecuperar las 
regiones forestales 
y el bienestar de 
sus habitantes

RPatricia Gerez
Correo-e: pgerez@gmail.com

Peti Guerrero
Correo-e: Teresaguerreroo45@gmail.com

Leticia Merino
Correo-e: merino@sociales.unam.mx

Ramón Silva
Correo-e: rsilvaf@msn.com

José Iván Zúñiga
Correo-e: izconsultor@gmail.com

Personal de la Conafor 
combatiendo uno de 
los cientos de incendios 
forestales que se 
suceden cada año en 
México

Foto: Conafor/
Gobierno de México
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 ✾ Gestión forestal

	� Actualizar el sistema de 
gestión de permisos de 
aprovechamiento y docu-
mentación forestales de la 
Semarnat y flexibilizar sig-
nificativamente los trámi-
tes para obtenerlos.
	� Fortalecer las capacidades 
institucionales de la Se-
marnat, en particular las 
referentes a la gestión del 
sector forestal.
	� Impulsar una regulación 
que permita atender rápi-
damente la aparición de 
plagas, realizando extrac-
ciones de saneamiento 
cuando sea necesario.

	� Fortalecer las capacidades 
de la Profepa; hacer posi-
ble su presencia en campo, 
cuidando de no criminali-
zar a ejidos, comunidades y 
pequeños propietarios fo-
restales. Establecer audito-
rías voluntarias para ejidos 
y comunidades certifica-
dos por buen manejo fo-
restal.
	� Descentralizar la gestión 
forestal. Traspasarla a los 
gobiernos estatales, acom-
pañada del fortalecimiento 
de sus capacidades finan-
cieras para asumir esta res-
ponsabilidad.

 ✾ Tala ilegal

	� Construir una política cla-
ra y estrategias de pacifi-
cación de las zonas fores-
tales, a través de diálogos 
con comunidades, ejidos, 
empresarios y autoridades.

	� Ajustar los procedimien-
tos administrativos para 
facilitar el aprovechamien-
to regular, operando de 
manera eficiente las ofici-
nas regionales.

 ✾ Incendios, las plagas y las enfermedades forestales

	� Generar una estrategia y 
un plan nacional de mane-
jo integrado del fuego ba-
sado en las condiciones ac-
tuales de bosques y selvas 
en el contexto del cambio 
climático.
	� Fortalecer las capacida-
des de comunidades, eji-
dos y brigadas de Conafor 
para implementar estrate-
gias de gestión de materia-
les combustibles: quemas 
controladas, brechas corta-
fuegos, combate de incen-
dios y acciones de restau-
ración postincendio.
	� Generar un presupuesto 
renovado para la investiga-

ción sobre las dinámicas y 
manejo del fuego. Capacita-
ción y equipamiento de bri-
gadas regionales y locales.
	� Incrementar el presupues-
to y la capacidad de la 
Conafor para investigación, 
modelación de riesgos de 
plagas y enfermedades. 
Implementar nuevas téc-
nicas y acciones de sani-
dad. Impulso al aprove-
chamiento sostenible de 
los bosques y una regula-
ción adecuada que atien-
da rápidamente, además 
de que realice extraccio-
nes de saneamiento cuan-
do sean necesarias.

 ✾ Capacidad institucional, seguridad y presupuesto

	� Promover la formulación 
de una estrategia nacional 
transversal entre Conafor, 
Semarnat y Conagua, con 
presupuesto definido, para 
implementar acciones de 
restauración dirigidas a re-
cuperar las áreas de abas-
to de presas y de ecosiste-
mas prioritarios ribereños, 
como medidas de adapta-
ción al cambio climático a 
escala regional que permi-
tan garantizar la salud de 
las cuencas.

	� Impulsar  presupuestos 
suficientes para la agen-
da forestal  y  la  opera-
ción adecuada de la Cona-
for, incluyendo incentivos 
para ejidos, comunidades 
indígenas y organizacio-
nes de pequeños produc-
tores forestales en temas 
urgentes: a) restauración 
forestal, conservación y 
protección de bosques, y 
restauración de suelos en 
las cuencas altas; b) desa-
rrollo de cadenas de valor; 

c) certificación de ejidos 
y comunidades agrarias; 
d) solución de conflictos 
agrarios en regiones fo-
restales, y e) promoción 
de ordenamientos territo-
riales y reglamentos inter-
nos como base para la ges-
tión de las áreas forestales 
en ejidos y comunidades.
	� Promover la formulación 
de una estrategia nacio-
nal y presupuesto para la 
implementación de accio-
nes de regeneración na-
tural asistida para recupe-
rar cuencas y ecosistemas 
prioritarios para la adapta-

ción al cambio climático a 
escala regional y garanti-
zar la hidrología en regio-
nes vulnerables.
	� Promover mayor inversión 
para el desarrollo de tec-
nologías y producción de 
materias primas prioritarias 
para el país a partir del uso 
de biomasa, recursos fores-
tales y bancos genéticos de 
especies forestales.
	� Recuperar la gobernanza y 
seguridad en las regiones 
forestales. Sin condiciones 
de paz y seguridad todas 
las acciones en materia fo-
restal no son posibles.

Referencias
*Kehoe, Timothy J., Felipe Meza (2013) Crecimiento rápido seguido de 

estancamiento: México (1950-2010), Fondo de Cultura Económica, 
El Trimestre Económico, vol. LXXX (2), núm. 318, abril-junio de 
2013, pp. 237-280. Disponible en: https://www.scielo.org.mx/pdf/
ete/v80n318/2448-718X-ete-80-318-00237.pdf

Bosques de pino son 
atacados por insectos 
descortezadores que 
acaban por matar miles 
de árboles

Foto: Conafor/
Gobierno de México
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Aunque la tala ilegal siem-
pre ha existido, la mag-

nitud con la que se presen-
ta actualmente amenaza a 
las comunidades indígenas, 
campesinos y usuarios del 
agua de la amplia región que 
conecta la sierra Tarahuma-
ra con Sinaloa, Sonora, Chi-
huahua, Coahuila, Tamauli-
pas y Texas.

El ciclo hidrológico se ha al-
terado: escasas lluvias y nie-
ve fuera de temporada, reduc-
ción de los aforos de agua de 
los manantiales que antaño 
suministraban el líquido a los 
pobladores, afectando la vida 
doméstica y la agricultura de 
temporal. Igualmente, la pér-
dida en la calidad y cantidad 
de agua que captan las presas 
de la región pone en riesgo los 
desiertos del norte.

“Durante 114 años se ha-
bían sumado 67 de sequía, 

lo cual ocupa un porcentaje 
de 58.77 por ciento y los años 
de abundancia pluvial, 23, un 
20.17 por ciento. La frecuen-
cia de las sequías en 112 años 
varía.

Sin embargo, su duración 
es cada vez más prolongada 
y regionalizada: mientras llue-
ve en los desiertos y semide-
siertos, no lo hace en la sierra 
Tarahumara”, explica Mance-
ra (2021)1.

Antes, la tala ilegal se encu-
bría con los permisos de apro-
vechamiento forestal y se ne-
gociaba con el remarqueo 
de anualidades pasadas que 
“dejaban” excedentes de pi-
nos no cortados. Luego pasó 
a la compra o falsificación de 
guías forestales. Ahora se le 
llama tala criminal, porque es 
impuesta desde fuera del eji-
do bajo la coacción armada de 
grupos criminales.

El ejido como instancia 
rectora del aprovechamien-
to forestal se ha debilitado 
drásticamente, poniendo en 
entredicho la autoridad de la 
asamblea ejidal y la falta de 
rendición de cuentas sobre 
los ingresos de los aprove-
chamientos forestales. Ade-
más, otros factores de índo-
le social facilitan el desorden 
y la desconfianza.

La realidad de los ejidos 
forestales en esta región evi-
dencia la poca e ineficaz pre-
sencia de las autoridades es-
tatales y federales del sector 
agrario y forestal.

De acuerdo con la Semar-
nat, de los 28 estados iden-
tificados como zonas críticas 
forestales (ZCF), en el nivel 5 
están Chihuahua, Guerrero, 
Michoacán, San Luis Potosí y 
la Zona Metropolitana de la 
Ciudad de México.

Entre los ilícitos conside-
rados para la categoría 5 es-
tán: tala clandestina, lavado 
de madera, incumplimiento 
del programa de manejo fo-
restal, cambio de uso del sue-
lo, incendios forestales y de-
lincuencia organizada.

Los actores involucrados 
en estos ilícitos, según la Pro-
fepa2, son: ejidatarios, comu-
neros, pequeños propieta-
rios, transportistas y dueños 
de aserraderos y/o madere-
rías... Este listado no incluye 
a grupos delictivos, funciona-
rios y otros actores.

Según la Profepa, en Chi-
huahua del 2001 al 2008 se 
registraron dos ZCF por año; 
del 2009 al 2014 aumentaron 
a cuatro ZCF. A estos datos le 
sumamos cinco ZCF, de 2020 
a 2023.

Esta información nos arroja 
un desplazamiento de las cor-

e tala ilegal a tala 
criminal: el caso 
Chihuahua

D
María Teresa Guerrero Olivares

Colectivo Bosque y Agua para la Vida, 
Sierra Tarahumara

Correo-e: Teresaguerreroo45@gmail.com

Imágenes testimoniales 
del ecocidio criminal en 
la sierra Tarahumara

Fotos cortesía de: 
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tas ilegales a las zonas de ma-
yor cubierta vegetal en Gua-
chochi, Guadalupe y Calvo, y 
Madera, donde además se in-
tensifican los enfrentamien-
tos entre bandas criminales 
que se disputan el territorio 
y el bosque.

La Profepa3 también ma-
nifiesta que de 2010 a 2018 
hubo 110 inspecciones sobre 
tala ilegal, derivadas de de-
nuncias populares; de éstas 
52 tuvieron sanción, 17 mul-

tas, 27 amonestaciones y del 
resto no hay información.

Aunque las autoridades es-
tatales han establecido con-
venios de colaboración con 
la federación, la persecución 
de la tala ilegal es ineficiente 
y se han diluido las responsa-
bilidades institucionales; ade-
más, algunos funcionarios son 
amenazados por el crimen 
para no cumplir con su deber.

Los patios de acopio y los 
aserraderos locales son los lu-

gares más propicios para “la-
var” la madera ilegal. Por este 
motivo, es conveniente reali-
zar auditorías forestales en los 
patios receptores de madera 
y en los aserraderos. Y revisar 
la documentación que se da 
para la extracción de madera.

Últimamente, en los cami-
nos aguardan los camiones 
troceros en espera de la do-
cumentación de Semarnat.

En el 2023 se dio una lucha 
entre grupos criminales por el 

control de las zonas boscosas 
del municipio de Guachochi; 
para finales de ese año, el cri-
men organizado ya estaba im-
poniendo comisariados ejida-
les en varios ejidos forestales 
de la zona.

La imposición se realizó in-
terviniendo las asambleas eji-
dales en las que se renueva la 
directiva. “Llegaron los del cri-
men y no permitieron ni las 
planillas ni la votación, solo 
impusieron al que iba a ser el 

Fotos: David Lauer
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comisariado ejidal”, dicen en 
las comunidades.

La oposición de los ejida-
tarios a esta violencia fue 
denunciada ante la Procura-
duría Agraria, para evitar el 
registro del acta ante el Re-
gistro Agrario Nacional.

A la Semarnat se le solicitó 
que se suspendieran los per-
misos de aprovechamiento 
forestal y se realizara una ins-
pección de campo para dar fe 
de los destrozos que está su-
friendo el bosque.

Pero, la actuación de las 
instituciones del sector ha 
sido insuficiente, lo cual se 
explica por la presión de los 
delincuentes a sus funciona-
rios.  La política de seguridad 
pública que impera hace una 
farsa de la persecución del 
delito y la impartición de jus-
ticia ambiental y penal; esto 
deja a los bosques y sus ha-
bitantes indefensos ante las 
bandas criminales, orillados 
al desplazamiento forzoso, es 
decir, a abandonar su patri-
monio y su vida campesina a 
cambio de seguridad, miseria 

y anonimato en las periferias 
de las ciudades.

Algunas de las comunida-
des han presentado denun-
cias por estos procesos y por 
los homicidios de defensores 
del bosque y el territorio ante 
instancias nacionales e inter-
nacionales, como la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y la Oficina 
del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas, quienes han 
otorgado medidas cautelares 
y otros mecanismos de pro-
tección a defensores.

Esto ha abierto espacios de 
diálogo con autoridades, pero 
las medidas tomadas se limi-
tan a lo policiaco y han fraca-
sado una y otra vez.

Una perspectiva integral

El problema de la tala ilegal 
y la presencia del crimen or-
ganizado no es un asunto ex-
clusivo de orden policiaco.
Al contrario, es un tema es-
tructural que requiere una 
perspectiva integradora, que 
recupere el significado vital 

de los bosques y selvas del 
país.

Entre los pasos imposterga-
bles hay que dar a la región 
desértica y la Sierra Madre de 
Chihuahua un lugar priorita-
rio como proveedoras de agua 
y de las funciones ecosisté-
micas indispensables para la 
vida. Es necesario cambiar los 
paradigmas extractivistas por 
otros que respondan a una 
economía ecológica restau-
rativa, que apunten al bien-
estar de las comunidades y 
su entorno.

En el ámbito de la seguri-
dad pública se requiere con-
cretar diálogos con diferentes 
sectores sociales: comunida-
des indígenas, ejidos fores-
tales, empresarios y autori-
dades, a fin de construir una 
política clara y estratégica de 
pacificación, con un sistema 

de evaluación que trascienda 
los sexenios.

En el ámbito legislativo, 
urge armonizar los marcos ju-
rídicos de los pueblos y comu-
nidades indígenas, ambiental, 
forestal y agrario, para lograr 
una coordinación administra-
tiva y de justicia ambiental y 
agraria. También es necesario 
reglamentar el Capítulo VIII de 
la Ley Agraria, que establece 
la protección de los territorios 
indígenas.

Finalmente, se requiere 
definir una política clara para 
los bosques de clima tem-
plado-frío, con presupuestos 
para ejidos y comunidades in-
dígenas, que impulse la res-
tauración y conservación de 
los bosques y suelos en las 
cuencas altas y que impulse 
las cadenas locales y regiona-
les de valor.

Referencias
Mancera-Valencia, Federico. “El desierto jamás vencido”. Nexos, 

septiembre 23, 2020.
PROFEPA. Folio de solicitud: 330024422001371. 2021.
PROFEPA. https://gisviewer.semarnat.gob.mx/aplicaciones/

RPROFEPA/sitios-riesgos.html

Aserradero Guachochi
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Es poco conocido que en 
nuestro país una propor-

ción importante de bosques 
y selvas pertenecen a peque-
ños propietarios campesinos 
e indígenas de bajos recur-
sos económicos. En extensas 
regiones del este y del su-
reste mexicano, en parcelas 
agroforestales, es habitual 
la presencia de vegetación 
arbórea con usos continuos 
para abastecer a las familias 
y para generar ingresos.

Esta cobertura arbolada 
puede estar integrada por 
bosques secundarios, cuya 
recuperación se debe al ma-
nejo que los dueños han rea-
lizado en sus terrenos. Tam-
bién puede ser resultado de 
los programas de reforesta-
ción impulsados hace déca-
das por la Conafor. Sin em-
bargo, para estos pequeños 
propietar ios  de bosques 
aprovechar sus recursos fo-
restales con autorización no 
es una opción asequible.

Obtener un permiso de 
aprovechamiento forestal de 
la Semarnat implica cumplir 
con una tramitología comple-
ja y costosa, además por la di-
ficultad de viajar a las capita-
les de los estados donde se 
llevan a cabo esos trámites.

De acuerdo con datos de la 
Conafor, en Michoacán, Vera-
cruz, Puebla, Jalisco, estado 
de México e Hidalgo los pe-
queños propietarios son im-
portantes abastecedores de 
productos forestales made-
rables hacia el mercado na-
cional y, sobre todo, proveen 
de madera, leña y carbón ve-
getal a los circuitos regiona-
les y locales donde se ubican.

En las estadísticas produc-
tivas, el abasto local no se in-
corpora, se le considera mar-
ginal aunque corresponda a 
un flujo constante de pro-

ductos maderables insertos 
en cadenas de valor de di-
versa índole y, por tanto, ge-
nerando empleos y derrama 
económica.

¿Cómo se manejan es-
tos pequeños bosques? ¿Es 
sustentable su producción? 
¿Son causantes de defores-
tación o degradación? No 
hay una respuesta rotunda 
a estas preguntas; depen-
de del contexto regional y 
de las condiciones sociales 
y ambientales locales para 
determinar lo que está suce-
diendo: en algunas zonas se 
observan evidencias de de-
gradación forestal, pero en 
otras hay recuperación de 
estos bosques.

Por ejemplo, en la Sierra 
Madre Oriental, pequeñas 
propiedades de Puebla, Hi-
dalgo, Tlaxcala y Veracruz, 
tienen condiciones ambien-
tales óptimas para aprove-
char cíclicamente sus bos-
ques y mantener la cubierta 
forestal en condiciones ade-
cuadas.

Estos pequeños producto-
res forestales pueden ser eji-
datarios individuales o pro-
pietarios privados; cuidan 
sus bosques, promueven su 
regeneración, combaten in-
cendios y plagas,  y cose-
chan productos maderables 
de sus tierras que venden en 
los mercados locales.

Para ellos, cumplir con los 
procesos técnico-administra-
tivos requeridos por los per-
misos de aprovechamiento 
forestal es impráctico y cos-
toso. Las dimensiones peque-
ñas de sus terrenos forestales 
y del volumen que cosechan 
no les da para eso; es más ba-
rato sacar los productos sin 
permiso. De ahí que su activi-
dad productiva se realice fue-
ra de las regulaciones admi-

equeños 
propietarios 
forestales necesitan 
una política eficiente
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nistrativas que rigen al sector 
forestal. La condición de te-
rrenos pequeños, volúmenes 
bajos y marginalidad social 
ha alentado un aprovecha-
miento irregular de madera 
en extensas regiones desde 
hace décadas.

A nivel federal, los pro-
gramas gubernamentales 
de apoyo de la Conafor y las 
regulaciones forestales aso-
ciadas están diseñados para 
atender a productores con 
cientos o miles de hectáreas 
arboladas, mayoritariamente 
ejidos y comunidades agra-
rias.

Las reglas de operación de 
los programas de la Conafor 
requieren de un documen-
to técnico elaborado por es-
pecialistas para ser acreedor 
de esos apoyos, requisito que 
es inviable para los pequeños 
propietarios forestales.

Es preciso reconocer que 
estos dueños de bosques 
aprovechan sus recursos fo-
restales para cubrir necesida-
des familiares y abastecer a 
los mercados locales, no son 
taladores criminales.

Sí son productores margi-
nales para el sistema, porque 
la tramitología está diseñada 
para no incorporarlos; en los 
programas de apoyo al sector 
forestal no son candidatos ad-
misibles, son invisibles y con 
frecuencia criminalizados.

El problema de la tala ile-
gal es muy serio y está en ex-
pansión en varias regiones 
del país. Por ello es impres-
cindible señalar la diferen-
cia, por un lado la extracción 
clandestina de grandes volú-
menes de madera por grupos 
criminales organizados; y por 
el otro el aprovechamiento 
irregular de productos ma-
derables y no maderables y 
de bajos volúmenes, que rea-

lizan los pequeños producto-
res forestales.

No son lo mismo. En la lu-
cha contra la tala ilegal, es im-
prescindible reconocer esta 
diferencia. Es un tema pen-
diente de justicia social y de 
fomento al buen manejo de 
los bosques en amplias regio-
nes forestales del país.

Es un problema que mani-
fiesta la falta de congruencia 
en la normatividad existen-
te, con respecto a las condi-
ciones sociales y económicas 
de las regiones forestales del 
país donde se debe aplicar.

En este contexto, promo-
ver mecanismos adecuados 
para impulsar una produc-
ción regulada entre peque-
ños propietarios es también 
un tema de integración social 
y económica.

Se requiere revisar las po-
líticas públicas del sector fo-
restal para que sean inclu-
yentes ,  proporcionales  y 
adaptadas a las condiciones 
de este país.

Repensar la ley y normati-
vidad vinculada, para integrar 
una estrategia adaptativa de 
acuerdo a las características 
socioeconómicas de los due-
ños de esos terrenos foresta-
les en nuestro país.

Una tarea pendiente del 
gobierno federal y de los es-
tatales es diseñar mecanis-
mos que faciliten el registro 
y asistencia técnica de esta 
actividad productiva fores-
tal, e incorporar a la legali-
dad de manera voluntaria a 
los dueños de predios de pe-
queña y mediana escala con 
producción maderable y no 
maderable.

A través de su compromiso 
se puede intervenir de forma 
más efectiva la lucha contra 
los incendios y la tala clan-
destina.

Imágenes captadas en 
los bosques de la sierra 
Tarahumara

Fotos: David Lauer
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